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LA SANCIÓN DE INHABILIDAD EN EL PROCESO PENAL, EL PROCESO 
DISCIPLINARIO Y LA VULNERACIÓN DEL PRINCIPIO “NON BIS IN ÍDEM” 
 
 
“La existencia de una relación 
especial de sujeción no puede ser 
excusa para vulnerar derechos 
fundamentales” 




 La idea de este proyecto surge a raíz de un proceso disciplinario en el cual realicé 
la defensa del investigado, a quien se acusaba y pretendía sancionar por 
presuntamente haber incurrido en falta disciplinaria por cometer un delito doloso, 
en aplicación del numeral 1 del artículo 48 de la ley 734 de 20022; es preciso 
mencionar que el investigado ya había sido condenado por la justicia penal por 
habérsele demostrado que incurrió en el injusto  tipificado en el artículo 289 de la 
ley 599 del 2000,  código penal Colombiano vigente al momento de la realización 
de la obra. 
 
La condena aplicada al investigado consistió en 42 meses de pena privativa de la 
libertad e inhabilidad para desempeñar funciones públicas por el mismo tiempo. Al 
parecer del defensor, el trámite del proceso disciplinario estaba dirigido a aplicar  
sanción disciplinaria, sanción que por la calificación otorgada, la cual era 
gravísima a título de dolo conllevaría a la destitución e inhabilidad general de 10 a 
20 años en los términos del numeral 1 del artículo 44 de la ley 7343 de 2002, 
sanción que eventualmente se aplicaría a pesar de existir una identidad plena en 
torno a sujetos, objeto y fundamentos con el tramite penal ya realizado, lo que 
violaría el principio del “non bis in ídem” según el criterio de la defensa. 
 
1 España. Tribunal Constitucional Español. Sentencia 234 de 1991, de 10 de diciembre,  BOE núm. 
3, de 03 de enero de 1992. 
 
2 Colombia. Congreso de la Republica. Código Disciplinario Único.( Ley 734 de 2002) 
 
3 Ibíd. Norma disciplinaria vigente al momento de los hechos, en el año 2015. 
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 El principio del “non bis in ídem” es una garantía del “debido proceso”  aplicable a 
todo tipo de trámite judicial y administrativo como bien lo estipula el artículo 29 de 
la Constitución Política4. En Colombia a raíz de la “relación especial de sujeción” 
que surge entre el Estado y sus agentes, el servidor público debe soportar sobre 
sus hombros la responsabilidad penal, fiscal y disciplinaria, responsabilidades a 
las cuales desde el momento de su vinculación con el Estado queda sometido, así 
lo ha manifestado las sentencias C - 244 de 1996 y C- 521 de 2009. 
 
El pretender ir en contra de  la legalidad de la coexistencia de los juzgamientos 
penales y disciplinarios sería inútil, en tanto que el asunto está suficientemente 
definido, ya que el objetivo de cada uno de estos procesos es distinto, los bienes 
jurídicamente tutelados igualmente son diversos, al igual que el interés jurídico 
que se protege5. 
 
 A partir de esta verdad legal, el presente trabajo se ha enfocado en demostrar la 
existencia de una violación al principio “non bis in ídem”, cuando en el primer 
proceso de carácter sancionatorio se impone como pena principal o accesoria la 
inhabilidad para ejercer cargos públicos. Considerando que el objeto de esta 
sanción tiene el mismo propósito en ambas jurisdicciones, se impone por el mismo 
hecho y son una expresión de la potestad sancionadora del Estado. Así las cosas, 
se tendría al Estado sancionando dos veces al mismo agente por el mismo hecho, 
con el mismo propósito. En Colombia los tratadistas y la jurisprudencia se han 
quedado en el análisis de la legalidad de la coexistencia de juzgamientos y no han 
dilucidado sobre este aparte puntual, determinando de forma general que si 
pueden coexistir los dos juzgamientos puede coexistir la sanción de inhabilidad, no 
advirtiendo la posible vulneración de principios Constitucionales y de derecho 
internacional. 
 
Hecha esta claridad, se puede plantear que el problema de investigación es el 
siguiente: 
 
1.  ¿Aplicar la sanción de inhabilidad en el proceso penal y disciplinario por el 





4 Colombia. Constitución Política de 1991, Artículo 29, “debido proceso” 
 




        Para resolver esta pregunta presento estas hipótesis:  
1. El aplicar la inhabilitación para ejercicio de derechos y funciones públicas 
simultáneamente dentro de un proceso penal y luego adelantar un proceso 
disciplinario vulnera el principio del “Non Bis In ídem.” 
 
2. La coexistencia del proceso penal y disciplinario originado de un solo hecho 
generador y la aplicación de sanción en ambos no vulnera el principio del 
“non bis in ídem”, debido al objeto de cada una de ellas6. 
Frente a la cual se plateó la tesis de, que el aplicar la sanción de inhabilidad en lo 
penal y disciplinario vulnera el principio del “non bis in ídem”. 
 
De acuerdo con lo anterior el objetivo general de esta investigación es determinar 
si la aplicación de la sanción de inhabilidad para ejercer cargos y funciones 
públicas en lo penal y posterior desarrollo de un proceso disciplinario vulnera el 
principio del “Non Bis In ídem” y la legalidad del procedimiento. 
 
 En estas condiciones la investigación tiene dos propósitos importantes, uno es el 
análisis de los fines y funciones de la pena en el Estado social y democrático de 
derecho, orientados especialmente a determinar si su aplicación respeta las 
garantías Constitucionales y demás derechos fundamentales. Así mismo, estudiar 
la función de la sanción en materia disciplinaria enfocada a si en la aplicación de la 
misma, con fundamento en el sometimiento a una “relación especial de sujeción”, 
se respeta las garantías Constitucionales y demás derechos fundamentales. 
 
Así las cosas, acorde a lo anteriormente plateado, los objetivos específicos de la 
investigación son los siguientes: 
 
1. Determinar si el alcance de la inhabilitación para ejercer derechos y funciones 
públicas, vulnera o no el principio del “Non Bis In Ídem”. 
 
 





2. Identificar qué mecanismos o herramientas jurídicas son aplicables para evitar 
una vulneración de los derechos fundamentales, considerando la actual posición 
legal, doctrinal y jurisprudencial. 
 
La presentación de estos dos objetivos específicos obedece a la necesidad de 
resolver   el objeto de esta investigación, para así llegar a una respuesta con 
fundamentos legales Constitucionales y acordes a la normatividad internacional 
sobre el respeto a los derechos fundamentales, principalmente al “debido 
proceso”. 
 
 En cuanto al tipo de investigación utilizada se ha elegido la modalidad de 
investigación básica jurídica, teniendo en cuenta que el objeto de estudio será la 
norma jurídica; para el efecto se utilizaran métodos cualitativos como cuantitativos 
en la investigación. El primer método se aplicará en el estudio de los fines y la 
función de la pena y la sanción tanto en materia penal como disciplinaria; y el 
segundo, frente al derecho comparado en relación con la aplicación de sanciones 
disciplinarias cuando la conducta tiene alcance penal y administrativo. 
 
Finalmente debe precisarse que se combinan fuentes secundarias y terciarias. Por 
medio de las fuentes secundarias, se analizarán artículos, publicaciones, ensayos, 
monografías, tesis, y páginas web, y demás que puedan servir como referencia, 
relacionados con los diferentes temas a tratar y los problemas propuestos. En 
relación con las fuentes terciarias, se tendrá como base el contenido de trabajos 
realizados por otros autores. 
 
Así entonces, este trabajo pretende estar a la altura de ser tenido en cuenta por 
los instructores disciplinarios e incluso por el legislador a la hora de hacer 
reformas a la norma, que esta obra cuente con una concordancia con los 
principios que fundamentan las leyes que regulan las áreas del derecho 
sancionatorio, siendo acorde con la realidad social y política en el que está 
inmersa, dirigida a cumplir con los propósitos político-criminales de la norma 
superando la crítica encontrando aceptación en la aplicación práctica del derecho 
penal y el disciplinario. En consecuencia, el objetivo es que las propuestas aquí 
planteadas den vida a una tesis final que despierte el mayor interés por el tema, 
ayuden a enriquecer el debate académico, sirvan de herramienta a la comunidad 
jurídica y, finalmente, coadyuven en la construcción de un sistema sancionatorio 






La posibilidad de que en Colombia un servidor público sea juzgado en distintos 
procesos de responsabilidad derivados del cumplimiento de su deber funcional fue 
incorporada por el  artículo 13 de la ley 13 de 1984(), el cual definía el concepto 
de falta disciplinaria y contemplaba que los funcionarios que “incumplan los 
deberes, que abusen de los derechos que en su favor consagra el ordenamiento 
jurídico, o que incurran en las prohibiciones establecidas en esta ley, serán objeto 
de las sanciones disciplinarias que se señalen en la ley civil y penal”, 
introduciendo el concepto de coexistencia de responsabilidades.  
 
Esta ley fue el primer antecedente normativo en contemplar el tramite disciplinario 
y regularlo de una forma más completa, este concepto fue retomado por la ley 200 
de 1995,() norma que en su el artículo 2 donde reguló la titularidad de la acción 
disciplinaria, en el cual contemplaba “La acción disciplinaria es independiente de la 
acción penal.”  Esta fue la primera norma que le dio la trascendencia debida al 
derecho disciplinario en Colombia y propendió por su autonomía, concepto que se 
trasladó a la ley 734 de 2002(), cuando en el artículo 177, por derogatoria tacita 
dejó sin efecto algunos artículos de  la ley 200 y se erigió como nuevo código 
disciplinario único. De hecho, en el último inciso del artículo segundo consagró “La 
acción disciplinaria es independiente de cualquiera otra que pueda surgir de la 
comisión de la falta”, artículo 2 que también reguló la titularidad de la acción 
disciplinaria. 
 
Así mismo, la ley 13 de 1984, fue la que introdujo el concepto de la independencia 
de las acciones y sanciones derivadas de la falta disciplinaria, asunto que fue 
materia de debate en la Corte Constitucional y se resolvió mediante sentencia C-
244/967. Aunque esta norma  no fue el primer régimen disciplinario que existió; 
 
( )Primer código  disciplinario que pudo contemplarse como tal ya que a pesar de existir normas 
anteriores estas se limitaban a organizar la función administrativa de forma general, ley que fue 
parcialmente derogada por la ley 200 de 1995 que fue la primer norma en denominarse código  
único disciplinario de Colombia como tal. 
 
() Fue la primer norma en denominarse código  único disciplinario de Colombia, definido como tal,  
derogado por la ley 734 de 2002 
 
( )Colombia,  publicada en diario Oficial No. 44.708 de 13 de febrero de 2002, vigente desde el 
13 de mayo de 2002, hasta el 28 de mayo de 2019, será derogada el 1 de julio de 2021, por la ley 
1952 de 2019, Código General Disciplinario. 
 
7 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia  C – 244/96, Magistrado Ponente Carlos Gaviria Díaz, 
donde se examinó la constitucionalidad del artículo 2 de la ley 200 de 1995. 
11 
 
pues anterior a ella existieron múltiples decretos y leyes8 que atendieron la 
responsabilidad disciplinaria como una forma de control pero entendida desde una 
función inmersa dentro de la administración de personal, la ley 13 de 1984, aun  
consideraba al proceso disciplinario como parte del derecho administrativo y como 
una herramienta de manejo de personal con un carácter laboral. Antes de la ley 13 
de 1984, se dictaron múltiples normas referentes a la potestad disciplinaria, pero 
se trataba con un concepto de estar inmerso en otras áreas. 
 
 El principio del “Non bis in ídem” es una garantía del “debido proceso”  aplicable a 
todo tipo de trámite judicial y administrativo, como lo establece el artículo 29 de la 
Constitución Política de Colombia de 1991, a raíz de la “relación especial de 
sujeción” que surge entre el Estado y las personas que hacen parte de él,  en 
Colombia el servidor público debe soportar  sobre sus hombros la responsabilidad 
penal, fiscal y disciplinaria, responsabilidades a las cuales desde el momento de 
su vinculación con el Estado queda sometido, así lo ha manifestado las sentencias 
C - 244 de 1996 y C- 521 de 2009. 
 
El pretender ir en contra de  la legalidad de la coexistencia de los juzgamientos 
penales y disciplinarios resulta en definitiva inútil, considerando que el asunto está 
suficientemente definido,  ya que el objeto de cada uno de estos procesos es 
distinto, los bienes objeto de tutela jurídica también son diferentes, al igual que el 
interés jurídico hacia dónde va dirigida la protección9.  
 
El presente trabajo,  partiendo desde la aceptación jurisprudencial de la legalidad 
de la coexistencia de juicios y sanciones,  se ha enfocado en demostrar la 
existencia de una violación al principio “non bis in ídem”, cuando en el primer 
proceso de carácter sancionatorio se impone como pena principal o accesoria la 
inhabilidad para ejercer cargos públicos, debido a que la finalidad de esta sanción 
tiene el mismo propósito en ambas jurisdicciones y se originan en  el mismo hecho 
generador()  y ésta es potestad del Estado. Así las cosas se tendría al Estado 
sancionando dos veces al mismo agente por el mismo hecho, con el mismo 
propósito, no obstante en Colombia los tratadistas y la jurisprudencia se han 
 
8 Como la ley 4 de 1913, ley 165 de 1938, decreto 2091 de 139, ley 19 de 1958, decreto 1671 de 
1960, decreto1731 de 1960, decreto 464 de 1967, decreto 2400 y 3074 de 1968, decreto 116 de 
1973, ley 25 de 1974, decreto 2447  y 2492 de 1975, decreto 2131 y 2132 de 1976 y decreto 2791 
de 1979. 
 
9 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia N°  C – 244/96, Magistrado Ponente Carlos Gaviria 
Díaz 
 
() Hecho generador: Conducta que da lugar a uno o varios juicios de responsabilidad. 
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quedado en el análisis de la legalidad de la coexistencia de juzgamientos y no han 
dilucidado sobre este aparte puntual, determinando de forma general que si 
pueden coexistir los dos juzgamientos puede coexistir la sanción de inhabilidad, no 
advirtiendo la posible vulneración de principios Constitucionales y de derecho 
internacional que pueden derivarte de estas actuaciones. 
 
En un Estado social y democrático de derecho como el de Colombia, todas las 
decisiones judiciales y administrativas deben adoptarse bajo los parámetros 
legales y Constitucionales existentes al momento de la realización de la conducta; 
por lo que al instante de analizar un asunto  legal solo basta remitirse a la 
normatividad vigente, así está instituido en un sistema positivista como el 
Colombiano, y al presentarse la necesidad de interpretación será necesario acudir 
a la jurisprudencia  cuando así sea preciso. 
 
Él presente trabajo abordará la posible vulneración al principio del “Non Bis In 
Ídem”, debido a que en Colombia está definida y permitida la coexistencia de 
responsabilidades y sanciones, pero no se ha profundizado en la posible violación 
de principios Constitucionales y de derecho internacional, cuando se aplica 
sanción disciplinaria y penal consistente en la inhabilidad para ejercer derechos y 
funciones públicas, ni legal ni jurisprudencialmente, permitiendo esto que muchos 
servidores públicos hayan sido sancionados con afectación de principios y 
derechos fundamentales. 
 
Uno de los propósitos de esta obra es avanzar en la aclaración de este aspecto 












1. RELACIÓN ESPECIAL DE SUJECIÓN 
 
Con el propósito de alcanzar un pleno entendimiento del tema, siendo consiente 
que este texto va dirigido a personas inmersas en el ámbito disciplinario, ya que 
de otra forma no sería posible encontraran interés alguno por el asunto, es preciso 
entonces, sabiendo que es un concepto no muy tratado en los claustros 
universitarios donde enseñan derecho en Colombia, es debido hacer un breve 
recuento de lo que es una “relación especial de sujeción” ya que aunque el objeto 
de este trabajo es el estudio de la aplicación de la sanción, no es menos 
importante tener en cuenta que la carga que recae sobre los servidores públicos 
que los hace soportar unos pesos mayores y les sea exigible unas obligaciones 
superiores que  a los particulares, pues de la existencia de una “relación especial 
de sujeción” se origina todo el sistema de responsabilidad aplicable a quienes 
sirven al Estado. Las “Relaciones Especiales de Sujeción” le conceden la 
posibilidad a la administración pública para imponer sanciones a sus agentes, en 
busca del cumplimiento de los fines y el acatamiento de los principios que orientan 
el ejercicio de la función pública10.  
 
En los casos en los cuales existe una relación laboral o un vínculo de 
subordinación   entre el Estado y una persona, se estructura una “relación de 
sujeción” o “supremacía especial” () debido a la relación que surge  entre la 
Administración y la persona11 que pasa con convertirse en representante del 
Estado.  
 
10 Colombia. Corte Constitucional, Sentencia N° C-125 de febrero 18 de 2003. Magistrado ponente 
Marco Gerardo Monroy Cabra 
 
() Así también son reconocidas las “relaciones especiales de sujeción”, La relación de supremacía 
especial tiene su origen en Alemania, durante la monarquía constitucional posterior a 1870, donde 
el Estado podía ejercer la potestad sancionatoria penal o administrativa frente a unos grupos 
particulares, estos son; Los funcionarios públicos, los militares, los estudiantes y los presos. 
 
Estos colectivos se encontraban sometidos a la rigurosa voluntad del Estado, sin ningún tipo de 
derechos, ya que sus funciones estaban directamente relacionadas con la actividad gubernamental 
denominada “relación de especial sujeción” o “relación de supremacía especial”. 
 
Posteriormente, a mitad del siglo XX, se introdujeron progresivamente cambios sustanciales que 
flexibilizaron estas relaciones de supremacía especial a la cual estaban sometidos los funcionarios 
públicos, en favor de garantizar la invocación de sus derechos y garantías constitucionales frente a 
la actividad estatal, que hasta ese momento ejercía un poder absoluto sobre el funcionario. 
 
11 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia N° C-037 de enero 28 de 2003. Magistrado ponente 
Álvaro Tafur Galvis 
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El resultado más relevante de la existencia de las “relaciones especiales de 
sujeción” en la doctrina constitucional,  están en: … “(ii) La imposibilidad de limitar 
el ejercicio de algunos derechos fundamentales (vida, dignidad humana, libertad 
de cultos, “debido proceso”, habeas data, entre otros12)”. Insiste, también la Corte 
Constitucional  al igual que en otras oportunidades, en que  el cumplimiento de la 
función pública genera un vínculo de sujeción entre el servidor público y el Estado,  
vínculo que determina  el ámbito de maniobra de las autoridades con el objeto de 
la realización de los fines estatales, así mismo origina una responsabilidad en los 
diferentes ámbitos de regulación de la conducta del servidor, que se pueda derivar 
de la potestad sancionadora del Estado, donde en uso de esta potestad 
administrativa es posible incluso limitar o restringir derechos fundamentales en el 
contexto de las “relaciones especiales de sujeción”  el cual debe estar 
expresamente autorizada en la ley que regule su ejercicio. 
 
La Constitución Política de Colombia de 1991, reafirma la existencia de las 
“Relaciones Especiales de Sujeción” y el sometimiento de los servidores públicos 
en su artículo 6, en el cual contempla que “los particulares sólo son responsables 
ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes y que los servidores 
públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio 
de sus funciones”. Así mismo, define que al servidor público por su condición 
especial le es exigible un comportamiento superior al de los particulares y debe 
asumir responsabilidades exclusivas según su carácter, donde debe limitarse a lo 
que la Constitución, la ley, los reglamentos y manuales de funciones le asignen 
como función. Del mismo modo en el artículo 92, la Constitución Política de 
Colombia da la posibilidad de que las personas vigilen y exijan se realice este 
control a los representantes estatales, contemplando en su contenido que 
“cualquier persona natural o jurídica podrá solicitar de la autoridad competente la 
aplicación de las sanciones penales o disciplinarias derivadas de la conducta de 
las autoridades públicas”. 
En conclusión, el Servidor público está obligado por su condición a soportar 
reproches que morigeran algunos de sus derechos con el propósito de que sean 
cumplidos los fines del Estado. En otras palabras, hay acciones que en el ejercicio 
de las actividades privadas a un particular le son perfectamente admitidas, pero, 
acciones semejantes realizadas por un servidor público no sólo no le son 
permitidas, sino que pueden ser causales de sanciones.   
 
12 Así quedó contemplado por la Corte Constitucional de Colombia en las Sentencias T-1108 de 
diciembre 5 de 2002. Magistrado ponente: Álvaro Tafur Galvis; T-1190 de diciembre 4 de 2003. 
Magistrado ponente: Eduardo Montealegre Lynett; T-572 de mayo 27 de 2005. Magistrado 
ponente: Humberto Antonio Sierra Porto y T-578 de mayo 27 de 2005. Magistrado ponente: 
Humberto Antonio Sierra Porto. 
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2.  PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN MATERIA DISCIPLINARIA 
 
Siendo claro el objeto de esta obra, se hace preciso resaltar la importancia del 
“principio de legalidad”, ya que este fundamento es la base que soporta todo el 
andamiaje procesal, pues es lo que le da a la parte pasiva dentro de la “relación 
especial de sujeción” la seguridad de que sobre él no se cometa una arbitrariedad 
según la decisión personal de un juzgador, si no, que todas las decisiones estarán 
bajo el amparo de la ley. En Colombia y en los países que utilizan un sistema 
jurídico positivista, todas las normas que regulan los regímenes sancionatorios en 
general, desde la entrada en vigencia del Constitucionalismo a nivel mundial, el 
“principio de legalidad” es base fundamental de los mismos. 
 
En Colombia el “principio de legalidad” tiene soporte en la Constitución Política de 
1991, en el artículo 29, en donde hace referencia al derecho al “debido proceso” y 
estipula “Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que 
se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de 
las formas propias de cada juicio13”, este concepto de legalidad fue introducido a la 
ley 734 de  2002, en el artículo 4 el cual contempló que “el servidor público y el 
particular en los casos previstos en este código sólo serán investigados y 
sancionados disciplinariamente por comportamientos que estén descritos como 
falta en la ley vigente al momento de su realización”, este artículo incorpora 
también el concepto de tipicidad, así también quedó contemplado en el artículo 4 
de la ley 1952 de 201914, donde se especifica que la adecuación típica deberá 
someterse a los principios de  especialidad y subsidiaridad. El “principio de 
legalidad” dentro del trámite disciplinario por exigencia Constitucional y legal debe 
entonces asegurar la preexistencia de la norma a momento de la realización de la 
conducta en un código escrito y,  que escrito en la norma esté tanto la falta como 
la sanción a aplicar, y así solo es originario de responsabilidad disciplinaria la 
realización de las conductas tal cual están contenidas en la ley y solo son 
aplicables las sanciones contempladas para cada caso, estipulándose que el 
proceso de adecuación debe ser lo más preciso en cuanto a la identidad fáctica y 
jurídica de la conducta. 
 
 
13Colombia. Constitución Política de 1991. Artículo 29°  
 
14 Colombia. Congreso de la Republica. Código General Disciplinario, Ley 1952 publicada el 28 de 
enero de 2019, en diario oficial N°50.850, entrará en vigencia el 21 de julio de 2021, por la prorroga 
contenida en el artículo 140 de la ley 1955 de 2019, mediante la cual se expidió el Plan Nacional 
de Desarrollo para 2018 -2022. 
 
() Condición sine qua non de un sistema positivista. 
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Con anterioridad a estas normas,  la ley 16 de 197215, por medio de la cual se 
introdujo a Colombia el pacto de San José de Costa Rica en el artículo 9 
contempló el  “Principio de Legalidad” y de Retroactividad. Este artículo estipuló 
que “nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable y que tampoco se 
puede imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del 
delito y que si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la 
imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello”.  
 
A nivel internacional es posible encontrar el “principio de legalidad” contemplado 
en normas como la declaración de los “Derechos del hombre y del ciudadano” del 
26 de agosto de 1789, la cual en su artículo V contempla: 
“V. La ley sólo puede prohibir las acciones que son perjudiciales a la sociedad. Lo 
que no está prohibido por la ley no puede ser impedido. Nadie puede verse 
obligado a aquello que la ley no ordena.” 
De similar forma la “Declaración de derechos humanos” del 10 de diciembre de 
1948, en su artículo 11, numeral 1 y 2 contempla:  
“1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el 
que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa. 
2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse 
no fueron delictivos según el Derecho nacional o internacional. Tampoco se 
impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del 
delito.” 
 
El “principio de legalidad” es la mayor garantía que un Estado pueda dar a sus 
asociados, es la tranquilidad de que libremente, sabiendo que está permitido y que 
está prohibido, puedan decidir cómo actuar, consiente de las consecuencias de su 
conducta. Dentro de un proceso sancionatorio el juzgador, instructor y todos los 
que intervienen en la decisión y manejo procedimental deben ceñirse 
rigurosamente a lo definido por la ley en lo referente a la identificación de la 




15 Colombia. Congreso de Colombia. Ley 16 Expedida el 30 de diciembre de 1972, publicada en el  
Diario Oficial 33.780 de febrero 5 de 1973, fecha en la que entro en vigencia. 
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3.  PRINCIPIO DE LEGALIDAD Y FALTA DISCIPLINARIA 
 
Siendo el propósito de esta obra el establecer si la aplicación de la sanción de 
inhabilitación para ejercer derechos y funciones públicas dentro de un proceso 
penal y su posterior aplicación en un proceso disciplinario originados ambos en un 
solo hecho generador, vulnera o no, el principio de “non bis  in ídem”, no es menos 
importante plantear una definición de lo que es la falta disciplinaria ya que ante 
una presunta comisión de  esta es  que se  activa la potestad disciplinaria y  da 
origen a la estructuración de la responsabilidad disciplinaria y la consecuente 
sanción; el concepto de falta disciplinaria se puede encontrar en las normas que 
han regulado el proceso entre las cuales se puede destacar la ley 13 de 198416,  la 
cual contemplaba en el artículo 13, el cual contemplaba el concepto de falta 
disciplinaria y viabilizaba la coexistencia de responsabilidades y sanciones. De la 
misma forma la ley 200 de 199517. Definió el concepto de falta en el artículo 38, 
contemplando las situaciones que harían incurrir en falta al servidor público. De 
forma similar la ley 734 de 200218, contemplo en el artículo 23, que “constituye 
falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la sanción, la 
incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos que impliquen el 
incumplimiento de deberes, abuso de derechos, incurrir en prohibiciones y 
violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y 
conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de 
exclusión de responsabilidad contempladas en el artículo 28 de la misma ley”. 
 
El Código General Disciplinario, en el artículo 26, trascribió la definición tal cual 
figuraba en el artículo 23 del Código Disciplinario Único.  
 
 Las cuatro normas  contemplan la definición de lo que es falta disciplinaria, pero 
lo hacen de tal modo que no es claro tal concepto, es tan así que para que un 
abogado pueda entender el concepto es preciso remitirse a otro aparte del 
 
16 Colombia. Congreso de la Republica. Ley 13 Expedida el 15 de diciembre de 1984, publicada en 
el  Diario Oficial 36588 de marzo 20 de 1984 fecha en que entró en vigencia  
 
17 Colombia. Congreso de la Republica. Primer Código Disciplinario Único. Ley 200 de 31 de julio 
de 1995. Diario Oficial No. 41.946 
 
18 Colombia. Congreso de la Republica. Código Disciplinario Único. Ley 734 del 2002, diario Oficial 




articulado, en el caso de la ley 1952 de 2019, Código General Disciplinario(), la 
norma contiene varios artículos complementarios con conceptos como lo son la 
ilicitud sustancial y los fines de la sanción disciplinaria, aunque la definición de 
falta disciplinaria está contenida en el artículo 26, la cual es trascripción de los 
elementos del artículo 23 de la ley 734 de 2002.  
 
Doctrinalmente se puede encontrar que la falta disciplinaria está compuesta por 
los elementos de tipicidad, culpabilidad y antijuricidad. Aunque en materia 
disciplinaria el término correcto es ilicitud, tal como lo expresa el artículo 9 del 
Código General Disciplinario, donde se remplaza la palabra “antijurídica” por 
“ilícita”. El concepto de falta según lo entienden algunos instructores dentro del 
proceso, es un ingrediente con el cual se trabaja durante todo el trámite procesal, 
por el contrario, la posición personal del autor de esta obra es que la falta 
disciplinaria es el resultado adjetivo que da origen a la responsabilidad disciplinaria 
y consecuentemente a la sanción, solo se puede hablar de la existencia de falta 
cuando como conclusión de un proceso se ha determinado que el agente estatal o 
particular en los casos que establece la ley, realizó una conducta que luego de ser 
examinada se derivó en falta disciplinaria, falta que da lugar a la responsabilidad y 
la consecuente sanción. Se dice es un resultado adjetivo porque solo después de 
llevar todo un proceso se puede determinar si esta existe o no, antes y durante el 












() El cual entrará en vigencia el 1 de julio de 2021, por la prorroga contenida en el artículo 140 de 
la ley 1955 de 2019. 
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4.  NATURALEZA DEL DERECHO DISCIPLINARIO 
 
En el ámbito del derecho existe la creencia bastante generalizada, aunque no con 
muchos fundamentos de que el derecho disciplinario tiene elementos del derecho 
penal o que tiene su origen en éste, es preciso iniciar esta publicación haciendo 
claridad sobre la naturaleza del derecho disciplinario. 
 
Entre las corrientes más escuchadas está que el derecho disciplinario tiene una 
naturaleza penal, naturaleza administrativa, incluso hay quienes aseguran una 
naturaleza laboral, esto debido a que en el derecho disciplinario es posible 
identificar algunas características que lo asemejan a las áreas del derecho ya 
mencionadas como lo son: 
 
4.1  CARÁCTER LABORAL 
 
Es común que se asocie el proceso disciplinario con el derecho laboral, pues la 
mayoría de conductas se originan en el cumplimiento del servicio y con ocasión a 
él, así mismo quien adelanta el trámite del proceso es un superior jerárquico,  es el 
juez natural que ejerce el control; y el resultado  tiene repercusiones laborales, 
como en el caso de  la amonestación, multa, suspensión y destitución que se 
asemeja en sus repercusiones a las medidas dentro de una relación laboral, 
aunque es de anotar que los asuntos laborales tienen su propia jurisdicción y el 
procedimiento está regulado por el    Código Sustantivo del Trabajo. 
 
La relación con el derecho laboral o la imagen que lo une a esta área son rezagos 
del direccionamiento que mostraban las normas anteriores en especial la  ley 13 
de 1884 y su decreto reglamentario 482 de 198519,  normas precursoras de la ley 
200 de 1995 que reglamentaba la responsabilidad disciplinaria, la ley 13 de 1984, 







19Colombia. Presidencia de la Republica. Decreto 482 del 19 de febrero de  1985 Mediante el cual 
se reglamentó la ley 13 de 1984, publicado en el Diario Oficial 36875 de febrero 27 de 1985, fecha 
en la que entro en vigencia. 
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4.2  CARÁCTER PENAL 
 
Según un sector de la opinión especializada, el derecho disciplinario tiene gran 
afinidad con las reglas y principios propios del derecho penal y del procedimiento 
penal. Ello hace que las garantías con que cuenta el investigado estén en un nivel 
muy elevado, dirigido a proteger y garantizar las dignidades propias de la persona 
humana, por ende existe una mayor rigurosidad frente al proceso de tipificación de 
las conductas, y la forma de determinar la responsabilidad del involucrado y el 
procedimiento para el recaudo de pruebas20. 
 
De ahí que muchas personas confundan el proceso disciplinario con el proceso 
penal y a la hora de buscar asesoría jurídica acudan a un abogado penalista, cosa 
que se facilita por abundar profesionales del derecho dedicados a esta área del 
conocimiento. 
 
La relación con el derecho penal es ampliamente escuchada y tratada por 
personalidades de la talla del maestro Alfonso Reyes Echandia, quien hacía 
referencia al derecho penal disciplinario,21 Su concepto se fundamentaba en el 
hecho de que el Estado en uso de su potestad sancionadora reprende al servidor 
público por la comisión de un injusto que causa afectación a bienes jurídicos, 
estructurándose la falta con los mismos elementos del tipo penal, como lo son la 
tipicidad, antijuricidad y culpabilidad. 
 
4.3  CARÁCTER ADMINISTRATIVO 
 
Quienes apoyan esta teoría lo hacen por considerar el derecho disciplinario es 
propio y afín al derecho administrativo, argumentando que la potestad disciplinaria 
responde a medidas de organización y de control de la actuación administrativa, lo 
que le da un carácter propio de la administración pública, que recae sobre 
servidores públicos o particulares que cumplan función pública. Así mismo tiene 
por objeto  lograr el buen funcionamiento de los servicios del Estado, el 
cumplimiento de los fines y principios del mismo y el cabal cumplimiento de las 
funciones públicas asignadas a las entidades estatales, o a los particulares que 
 
20 BRITO Fernando. Régimen disciplinario 4°edicion, Bogotá, editorial Legis, 2012, p.2 
 
21 REYES ECHANDIA Alfonso.  Derecho Penal, sexta reimpresión, 11° ed.  Bogotá 1998, editorial 




temporal o transitoriamente desempeñen esas funciones o servicios22. Además el 
control final sobre los actos administrativos lo ejerce la jurisdicción contenciosa 
administrativa.() 
 
 La naturaleza administrativa del derecho disciplinario expuesta por juristas de la 
talla del maestro Gustavo Humberto Rodríguez, quien usaba el término de 
derecho administrativo sancionador disciplinario23, con la base de ser el proceso 
disciplinario un acto de la administración y su resultado un acto administrativo 
sujeto a control jurisdiccional, excepto los fallos del Consejo Superior de la 
Judicatura por ser considerados una sentencia judicial, soportes estos que 
llevaron a la afirmación de que el derecho disciplinario hace parte del derecho 
administrativo, concepto que no se quedó en los tiempos anteriores si no que aún 
se escucha cuando algunos pretenden enmarcar al derecho disciplinario dentro 
del derecho sancionatorio administrativo. 
 
4.4  CARÁCTER AUTÓNOMO 
 
A pesar del derecho disciplinario  ser una potestad punitiva, sancionatoria, 
preventiva y correctiva del Estado, una expresión del “ius puniendi”,  y tener en su 
proceso coincidencias con el procedimiento penal, tener  las garantías y principios 
compartidos, aunque no todos ni con la misma rigurosidad, adoptar el esquema 
para práctica y valoración de pruebas como el derecho penal y ser adelantado el 
proceso por autoridades administrativas dentro de un ámbito interno, con reglas 
relativas al funcionamiento del Estado y la responsabilidad de los servidores 
públicos, el derecho disciplinario tiene un carácter autónomo pues el fin del 
derecho penal es la aplicación de la  pena que tiene las funciones  de “prevención 
general, retribución justa, prevención especial, reinserción social  y protección al 
condenado, de las cuales  la prevención especial y la reinserción social operan al 
momento de la ejecución de la pena privativa de la libertad”24. 
 
22 BRITO. Op. Cit.,  p.5. 
 
() Los actos administrativos mediante los cuales se falla definitivamente un proceso de 
responsabilidad disciplinaria son  atacables  por el medio de control de nulidad y restablecimiento 
del derecho, pero esto no implica que sea una instancia más, pues el control se realiza con el 
fundamento de ser un acto proferido por la administración, por el Estado y es sujeto de control por 
parte de esta jurisdicción. 
 
23 RODRÍGUEZ Gustavo Humberto. Derecho administrativo disciplinario, doctrina, legislación y 
jurisprudencia, Bogotá, Ediciones librería del Profesional. p. 27.1985. 
 
24  Colombia. Congreso de la Republica. Código Penal.  Ley  599 DE 2000. Artículo 4° 
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El fin del derecho administrativo es regular o servir de mediador entre los 
conflictos que se presenten entre el Estado y los administrados (). 
 
El fin del derecho laboral es regular las relaciones entre empleados y empleadores  
en busca de “lograr la justicia en las relaciones que surgen entre patronos y 
trabajadores, dentro de un espíritu de coordinación económica y equilibrio 
social”.25 
 
Así el derecho disciplinario tiene que ver con el cumplimiento de la función pública, 
con amonestaciones, suspensiones y destituciones, sanciones que se aplican sin 
perjuicio de las acciones penales26. Su fin es velar por el correcto desempeño de 
la función pública, el cumplimiento de los fines esenciales del Estado27 y principios 
de la función administrativa28. 
 
En conclusión, está plenamente definido que el derecho disciplinario es una 
jurisdicción que goza de total autonomía. 
 
Aunque es de tener en cuenta que la ley 1952 de 2019, en su artículo 22, prevé la 
aplicación   de principios e integración normativa, contenido igual al del artículo 21 
de la ley 734 de 2002, o sea que cuando un asunto no está previsto en la ley 
disciplinaria es posible remitirse a otra normatividad como los “tratados 
internacionales sobre derechos humanos, los convenios internacionales de la OIT 
ratificados por Colombia, lo dispuesto en los códigos Contencioso Administrativo, 
penal, de procedimiento penal, y de procedimiento Civil” para solucionar el caso, 
sin que esto signifique dependencia de otra jurisdicción. 
 
Al momento  en que un servidor público o entidad pública requiere de asistencia  o 
asesoría jurídica en asuntos disciplinarios, en la mayoría de los casos acude a 
 
() Entiéndase por administrado a la persona que habita el territorio nacional y está subordinado por 
el régimen legal del Estado. 
 
25 Colombia. Código sustantivo del trabajo. Artículo 1° 
 
26 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-811 de 2003. Magistrado Ponente Álvaro Tafur G. 
 
27 Colombia. Constitución Política de 1991. Artículo 2° .Fines esenciales del Estado 
 
28 Colombia. Constitución Política Artículo 209°. Principios de la función administrativa 
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cualquier profesional del derecho, siendo los más buscados los penalistas, 
laboralistas y administrativistas quienes normalmente por falta de conocimiento 
tienen confusión sobre los procedimientos por asemejarlos a su área de ejercicio 
profesional, dan conceptos errados, ya que el profesional del derecho puede ser 
experto en su área pero el derecho disciplinario tiene su propio esquema procesal 
con particularidades únicas que no comparte con otras áreas. 
 
El maestro Manuel Gaona Cruz, impulsó el concepto de derecho disciplinario 
como un área autónoma29, concepto que se tiene como el jurídicamente aceptado. 
La autonomía del derecho disciplinario puede ser explicado con un árbol 
genealógico en el cual debe ubicarse a la Constitución política como al abuelo y 
base de todas las normas, al derecho sancionatorio como expresión de la potestad 
del “Ius puniendi” del Estado, como padre y al derecho penal, disciplinario, 
administrativo sancionador y contravencional como los hijos, los cuales son 
hermanos entre sí y como hermanos comparten características comunes de sus 
















29 Colombia. Corte Suprema De Justicia.  Sala plena. Sentencia N° 1 de enero 19 de 1984. 
Magistrado Ponente Manuel Gaona Cruz. Ref.: Proceso número 1094. 
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5. COEXISTENCIA DEL JUICIO PENAL Y DISCIPLINARIO Y 
VULNERACIÓN AL PRINCIPIO “NON BIS IN ÍDEM” 
 
En Colombia el Estado ostenta la potestad de ejercer el “ius puniendi” (), potestad 
que ejerce por medio del derecho sancionatorio. “El derecho sancionatorio o 
sancionador es una disciplina compleja que envuelve, como género, al menos 
cuatro especies, el derecho penal, el derecho contravencional, el derecho 
disciplinario y el derecho correccional. Salvo la primera de ellas, las demás 
especies del derecho punitivo del Estado, corresponden al denominado derecho 
administrativo sancionador”.30 
 
El derecho disciplinario como especie del derecho sancionatorio, se caracteriza 
por su cercanía al derecho penal, ya que incuestionablemente el “ejercicio del “ius 
puniendi” debe someterse a los mismos principios y reglas constitutivos del 
derecho del Estado a sancionar”. En relación con esta conexidad, textualmente la 
Corte Constitucional ha precisado que “el derecho disciplinario y el derecho penal 
son especies del derecho sancionatorio y por tanto comparten elementos comunes 
pero son independientes”31.  
 
5.1  CONCEPTOS QUE DEFIENDEN LA COEXISTENCIA Y NIEGAN LA 
VIOLACIÓN DEL PRINCIPIO DEL “NON BIS IN ÍDEM”  
 
La jurisprudencia del Consejo de Estado, Consejo Superior de la Judicatura y 
Corte Constitucional de Colombia ha sido clara y precisa al señalar que no existe 
prohibición de doble investigación por razones disciplinarias y penales, 
argumentado la “diferencia de objeto y fines de cada una de las especies de 
 
() “Ius puniendi” es una expresión latina utilizada para referirse a la facultad sancionadora del 
Estado. Se traduce literalmente como derecho a penar o derecho a sancionar. La expresión se 
utiliza siempre en referencia al Estado frente a los ciudadanos. 
 
30 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia  N°C-818/05, Magistrado Ponente Dr. Rodrigo 
Escobar Gil 
 




Derecho sancionador”32, lo cual  se ha entendido como la postura oficial  frente al 
derecho disciplinario Colombiano33 
 
Por su parte el doctor Carlos Gaviria Díaz, en decisión de Constitucionalidad por 
sentencia C 244/96, consideró que “cuando se adelanta un proceso disciplinario y 
uno penal contra una misma persona, por unos mismos hechos, no se puede 
afirmar válidamente que exista identidad de objeto ni identidad de causa, pues la 
finalidad de cada uno de tales procesos es distinta, los bienes jurídicamente 
tutelados también son diferentes, al igual que el interés jurídico que se protege. En 
efecto, en cada uno de esos procesos se evalúa la conducta del implicado frente a 
unas normas de contenido y alcance propios. En el proceso disciplinario contra 
servidores estatales se juzga el comportamiento de éstos frente a normas 
administrativas de carácter ético destinadas a proteger la eficiencia, eficacia y 
moralidad de la administración pública; en el proceso penal las normas buscan 
preservar bienes sociales más amplios”34.    
 
Así mismo, la doctora María Victoria Calle Correa en decisión de 
Constitucionalidad  sentencia C- 521 de 2009, consideró que “el  juzgamiento de 
un mismo comportamiento en áreas diferentes del derecho sancionador, como lo 
pueden ser el correccional, el disciplinario y el penal, no conlleva una violación del 
principio non bis in ídem35”. 
 
 
32 un seguimiento de las jurisprudencias de los altos tribunales de justicia de Colombia sobre el 
tema en 
Gómez Pavajeau. Problemas centrales del Derecho disciplinario, cit., pp. 255 a 260. Citado por  
PAVAJEAU GÓMEZ Carlos Arturo. El derecho disciplinario en Colombia. Revista derecho penal y 
criminología. Volumen XXXII  N° 92- Enero- junio de 2011 p. 136. 
 
33 Así en Carlos Arturo Gómez Pavajeau. “la novedosa pero apoteótica jurisprudencia disciplinaria 
sobre el “non bis in ídem”, en aa.vv. Lecciones de Derecho disciplinario, vol. 9, Bogotá, 
Procuraduría General de la Nación e instituto de estudios del ministerio público, 2008”. Citado por 
PAVAJEAU GOMEZ Carlos Arturo. El derecho disciplinario en Colombia. Revista derecho penal y 
criminología. Volumen XXXII  N° 92- Enero- junio de 2011 p. 136. 
 
34 Colombia. Corte Constitucional De Colombia. Sentencia N°  C-244/96. Magistrado Ponente 
Carlos Gaviria Díaz 
 
35 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia  N° C 521 de 2009. Magistrada Ponente Dra. María 
Victoria Calle Correa 
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Decisiones que a la luz de la potestad que tiene la jurisprudencia para regular 
aspectos de la norma, aplicación del precedente judicial,36 no es dable en este 
momento histórico cuestionar la posibilidad de la coexistencia del proceso penal y 
disciplinario a pesar de ser ambos especies del genero del derecho sancionatorio. 
 
5.2 CONCEPTOS QUE ADMITEN QUE LA COEXISTENCIA DE 
JUZGAMIENTOS Y SANCIONES CAUSAN VIOLACIÓN DEL PRINCIPIO DEL 
“NON BIS IN ÍDEM”  
 
Estos conceptos Colombianos tienen referentes en la normatividad Española cuyo 
primer antecedente puede encontrarse en el  Real Decreto-ley 6/1977, de 25 de 
enero, por el que se modificaron algunos artículos de la Ley de Orden Público37, el 
cual contempló que cuando se inician procesos de administrativos de carácter 
sancionatorio y un proceso penal por la misma conducta resulta afectado aunque 
sea en menor grado el principio del «non bis in ídem»  ya “que una conducta que 
esté prevista en la Ley como acto contrario al orden público, presenta también una 
exacta tipicidad penal, se debe atribuir a la Autoridad judicial competente 
preferencia para declarar las presuntas responsabilidades, resolución que 
normalmente debería excluir la imposición de sanción gubernativa”. 
 
El artículo segundo de esta norma contempla que por ningún motivo deben 
imponerse sanciones administrativas y judiciales por un mismo hecho y que en tal 
caso de coincidir la conducta en ambos ámbitos de preferencia deberá 
investigarse por la vía judicial y solo en caso de ser absuelto por resta podrá 
proseguirse por vía administrativa o gubernativa. Norma que daría lugar a la 
sentencia del Tribunal Constitucional de España 77 de 198338. La importancia de 
esta sentencia radica en que por primera vez un fallo de Constitucionalidad le dio 
a la misma Constitución y más precisamente al numeral primero del artículo 25, en 
el cual se regula el “principio de legalidad” un significado distinto al de la misma 
norma causando una modificación para la práctica de la misma Constitución, tal 
artículo contempla:  
 
 
36 Efectos de la sentencia C 836/01, Magistrado ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil  
 
37 España. Real Decreto. Ley 6/1977.  por el que se modifican determinados artículos de la Ley de 
Orden Público. Fecha de disposición: 25/01/1977,  Fecha de publicación: 09/02/1977, Entrada 
en vigor: 9 de febrero de 1977,  Fecha de derogación: 14/03/1992. 
 
38 España. Tribunal Constitucional. Sentencia 77/1983, de 3 de octubre, BOE gaceta oficial número 




1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que 
en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción 
administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.39 
 
Modificación que a pesar de no consignarse en el texto constitucional creó un 
referente obligatorio, lo cual influyó en normas como el  Real Decreto 33/1986, de 
10 de enero, por medio del cual se aprobó el Reglamento de Régimen 
Disciplinario de los Funcionarios de la Administración del Estado40, y en su artículo 
23 contempló que cuando el funcionario instructor aprecie la incidencia fiscal de la 
conducta deberá remitir al ministerio fiscal para que inicien investigación fiscal sin 
interrumpir el tramite disciplinario, pero si la incidencia observada es de carácter 
penal, deberá ser remitida al juez competente y suspender el tramite hasta tener 
una decisión en lo penal. Esta norma  más tarde influiría en decisiones como la 
contenida en SENTENCIA 234/199141, de 10 de diciembre, sentencia en la cual el 
Tribunal Constitucional recogió los antecedentes anteriores y planteó los límites de 
la “relación especial de sujeción”, especificando que cuando al servidor se le ha 
ejecutado o impuesto una sanción originada en una conducta relacionada con su 
función no podrá imponérsele una nueva.  
 
La jurista Belén Marina Jalvo en su obra  “el régimen  disciplinario de los 
funcionarios públicos”, refiere que la posibilidad de aplicar sanción en lo penal y 
disciplinario en España se soporta en pronunciamientos jurisprudenciales42  sobre 
que la función del derecho disciplinario es un control ético que busca garantizar el 
buen funcionamiento del Estado, pro cuando el funcionario en servicio incurre en 
delitos estos deberán ser del conocimiento del juez penal sobre la puesta en 
peligro  o lesión de un bien jurídico  determinado, que con su actuación haya 
podido causar, caso en el cual la competencia es exclusiva de la  jurisdicción 
 
39 España. Constitución Política. Artículo 25°, Aprobada por Las Cortes en sesiones plenarias del 
Congreso de los Diputados y del Senado el 31 de octubre de 1978 Ratificada por referéndum de 6 
de diciembre de 1978, Sancionada por S. M. el Rey ante Las Cortes el 27 de diciembre de 1978, 
aún vigente. 
 
40 Expedido por la Presidencia del Gobierno español «BOE» núm. 15, de 17 de enero de 1986, 
Referencia: BOE-A-1986-1216 
 
41España. Tribunal constitucional. Sentencia 234/1991, del  10 de diciembre,  BOE núm. 3, de 03 
de enero de 1992, ECLI:ES:TC:1991:234 
 




penal y de ahí que sea licita la coexistencia de ambos tipos de corrección43, cada 
una enfocada a controlar el actuar del funcionario, prevaleciendo la sanción penal 
a la administrativa.   
 
Afirma la autora, que las “relaciones especiales de sujeción” no justifican sin más 
la posibilidad   de  sancionar penal y disciplinariamente un mismo hecho ni, en 
última instancia, permiten afirmar que los intereses o bienes jurídicos protegidos 
por el derecho disciplinario sean siempre diferentes de los tutelados por el derecho 
penal44. 
 
De igual forma aquí en Colombia, en muchas ocasiones existe identidad en los 
intereses jurídicos protegidos y objeto de la sanción entre el derecho disciplinario y 
penal. 
 
Afirma también la jurista que, en cualquier caso, la posibilidad de doble sanción 
penal  y disciplinaria puede ser eliminada si se admite que no existen diferencias 
insalvables entre los bienes jurídicos  protegidos por los delitos típicos de 
funcionarios y los protegidos por las faltas disciplinarias.  En efecto basta 
comparar el catálogo de delitos de funcionarios con las faltas disciplinarias para 
comprobar cómo, en algunos casos, coinciden literalmente las conductas 
tipificadas en ambos órdenes, existiendo en otras ocasiones que no hacen 
imprescindible la sanción disciplinaria subsiguiente a la condena penal45. 
 
Doctrinal y jurisprudencialmente se han reconocido dos efectos al principio “Non 
bis in ídem”, uno material y otro procesal. 
 
5.2.1  efecto material del “non bis in ídem”. La aplicación de este principio 
fundamental  plantea la necesidad de examinar  varios elementos de la conducta, 
 
43 JALVO Belén Marina. El régimen disciplinario de los funcionarios públicos, Editorial Lex Nova 
Valladolid 1999. p. 188 
 
44 Ibíd. P. 189.  
 
 Delitos que por sus elementos subjetivos solo admiten como sujeto activo un sujeto calificado el 
cual como condición sine qua non debe ser servidor público. 
 
45 JALVO Belén Marina. “El régimen disciplinario de los funcionarios públicos”, Editorial Lex Nova 
Valladolid 1999, pág. 192 – 193. 
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del autor y del propósito de una eventual sanción, lo cual se concreta en la 
revisión  o determinación de sujetos, conducta o hechos y objeto; al analizar los 
sujetos se busca determinar si el sujeto activo que en los casos de la acción penal 
y administrativa siempre será el Estado, en uso de la potestad sancionadora y el 
“ius  puniendi”  es el mismo, e identificar quien es el sujeto pasivo, en este caso el 
agente estatal, dentro del proceso penal y disciplinario. 
 
Referente a la conducta o hecho es preciso determinar cuál fue el hecho 
generador que dio origen al proceso penal y al disciplinario, finalmente el elemento 
que es soporte y argumento tanto de quienes defienden la coexistencia de los 
procedimientos y sanciones en lo penal y disciplinario como los que lo rechazan es 
el objeto, elemento que hace referencia a el propósito de adelantar un proceso 
sancionatorio y de la eventual aplicación de una sanción.  
 
El efecto material del “non bis in ídem” resulta de la determinación de la existencia 
de identidad de los elementos de sujeto, conducta o hecho y objeto, en dos 
trámites procesales distintos, caso en el cual debe salvaguardarse el principio. 
 
Para determinar la existencia del efecto material del “non bis in ídem” y su estudio 
la doctrina y jurisprudencia española ha   diferenciado varios tipos de situaciones y 
así el criterio de aplicación y nivel de uso de esta garantía, en esta obra 
diferencian entre: 
- Delito típico de funcionarios e infracción disciplinaria. 
- Delito común e infracción disciplinaria. 
- Pluralidad de sanciones disciplinarias 46 
 
5.2.1.1  Delito típico de funcionario. Es aquel que fue concebido teniendo en 
cuenta un sujeto activo calificado y determinado el cual solo puede ser cometido 
por un servidor público y están por lo general estrechamente relacionados con las 
funciones del servicio, en estos casos principalmente el objeto del proceso y la 
sanción en el ámbito penal y disciplinario va dirigido a la protección de la función 
pública y la buena marcha de la administración. 
 
5.2.1.2  Delito común. Es aquel  que dentro del catálogo de conductas punibles 
no ha considerado  un sujeto activo determinado por lo que puede ser cometido 
 
46 JALVO. Op.  Cit., p. 192. 
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por cualquier persona, en estos casos cuando esta conducta es desarrollada por 
el agente estatal en relación, con ocasión o como consecuencia del desempeño 
de la función pública, en estos casos el objeto del proceso penal y disciplinario si 
puede variar ya que al incurrir en una conducta que afecta a la sociedad es 
necesario aplicar una medida que proteja a la sociedad y no a la función pública 
como en el caso anterior y al mismo tiempo la administración debe cuidar  la ética 
y el  correcto desempeño de sus empleados. 
 
5.2.1.3  Pluralidad de sanciones disciplinarias. Es común debido a la falta de 
capacitación de los operadores disciplinarios a los cuales no se les exige una 
preparación especializada para ocupar dichos cargos,  al momento de realizar la 
calificación de las conductas   incurran en la creación de concursos aparentes los 
cuales nunca resuelven y llegan hasta una etapa decisoria  con varias 
calificaciones jurídicas para un solo comportamiento llegando a sancionar por 
cada una de esas calificaciones que le asignaron a una sola conducta, este 
comportamiento sin mayor examen claramente constituye  una flagrante violación 
al principio del “non bis in ídem”, aquí se aplicarían varias sanciones por parte del 
mismo sujeto activo contra el mismo sujeto pasivo por un mismo hecho generador 
y con el mismo objeto. 
 
5.2.2  Efecto procesal externo del “non bis in ídem”. El efecto material del “non 
bis in ídem”, según lo visto anteriormente proscribe la doble sanción cuando  se da 
la triple identidad de sujeto, hecho y fundamento, por su parte el efecto procesal 
está más plenamente definido en la legislación, doctrina y jurisprudencia 
Española, así lo expone J. González Pérez en su obra independencia de la 
potestad sancionadora de la jurisdicción penal,   normativamente en España el 
derecho disciplinario tiene en algunos casos  un uso subsidiario y subordinado, 
donde al concurrir la competencia de la justicia penal y los órganos disciplinarios, 
esta se decide a prelación por la justicia penal y la decisión allí tomada no puede 
ser desconocida por un eventual y posterior proceso disciplinario  ya que para que 
el sistema sea completo, el relato factico realizado en sede penal debe ser 
respetado, por efecto de la cosa juzgada, en el procedimiento sancionatorio que 
en su caso, se lleve a cabo posteriormente, como lo establece la sentencia del 







6.  ANTECEDENTES NORMATIVOS 
 
Como referencia normativa sobre la aplicación de la sanción de inhabilidad para el 
ejercicio de funciones públicas, es preciso tener en cuenta: 
 
6.1  LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA DE 1991 
 
La constitución Política de Colombia, en su artículo 29 contempla la prohibición de 
no ser juzgado dos veces por la misma cosa.  
En este mandato Constitucional se plasma la exigencia se seguir un “debido 
proceso” en todas las actuaciones, según lo estipulado para cada caso, así mismo 
contiene de forma expresa la prohibición de la doble incriminación y determinó así 
la aplicación del principio del “Non Bis In ídem”. 
 
6.2  PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS 
 
El Pacto internacional de derechos civiles y políticos  de 196647, ratificado por 
Colombia en su artículo 14.7. Consagró que “nadie podrá ser juzgado ni 
sancionado por un delito por el cual ya haya sido condenado o absuelto por 
sentencia en firme de acuerdo con la Ley o procedimiento de cada país”. 
 
Esta norma internacional previa a la Constitución Colombiana de 1991, establece 
por igual la prohibición de la doble incriminación y determino si la aplicación del 
principio del “Non Bis In ídem”, asunto que toma relevancia por el valor que tienen 
las normas internacionales dentro del bloque de Constitucionalidad. 
 
47 PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS. A.G. res. 2200A (XXI), 21 
U.N. GAOR Supp. (No. 16) p. 52, ONU Doc. A/6316 (1966), 999 U.N.T.S. 171, entrada en vigor 23 
de marzo de 1976. Página de internet: 
http://www.defensoria.gov.co/public/Normograma%202013_html/Normas/Pacto_Der_Civ_Polit.pdf. 
Pagina consultada el 3 de julio de 2019. 
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6.3  CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS, PACTO DE 
SAN JOSÉ 
 
La “Convención Americana sobre derechos humanos” o “pacto de San José de 
Costa Rica” de196948, ratificado por Colombia, contempla en el numeral 4 del 
artículo 8:  
 “Garantía judicial: El procesado que ha sido absuelto por sentencia en firme no 
podrá ser sometido a juicio por los mismos hechos”. 
Esta norma internacional también previa a la Constitución Colombiana de 1991, 
establece por igual la prohibición de la doble incriminación y determino si la 
aplicación del principio del “Non Bis In ídem”, asunto que toma relevancia por el 
valor que tienen las normas internacionales dentro del bloque de 
Constitucionalidad. 
 
6.4  LEY 200 DE 1995 CÓDIGO DISCIPLINARIO ÚNICO 
 
La ley 200 de 1995, Código disciplinario único de la fechacontempla en su artículo 
30: 
 ARTICULO 30. SANCIONES ACCESORIAS. Son sanciones accesorias las 
siguientes: 
 1. Las inhabilidades para ejercer funciones públicas en la forma y términos 
consagrados en la Ley 190 de 1995.  
 PARAGRAFO: En aquellos casos en que la conducta haya originado sanción 
penal la inhabilidad procede siempre y cuando no hubiere sido impuesta en el 
respectivo proceso, igualmente como consecuencia de faltas graves o gravísimas. 
 
 
48 Suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, en la Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, aprobada en Colombia mediante la ley 16 
de  30 de diciembre de 1972, publicada en el diario oficial N° 33.780 de febrero 5 de 1973, mismo 
día que entró en vigencia 
 
 La ley 200 de 1995, fue la ley que remplazó la ley 13 de 1984 y estuvo vigente en su totalidad 
hasta la entrada en vigencia de la ley 734 de 2002, actual Código Disciplinario Único. 
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Mediante esta disposición la ley 200 de 1995 estableció la imposibilidad de aplicar 
una doble sanción ya que el derecho penal y el disciplinario son ambos 
expresiones del “ius puniendi” y especies del derecho sancionatorio, existiendo 
cuando se aplica la sanción de inhabilidad  identidad de objeto, sujeto() y causa y, 
se dan en dos procesos de naturaleza sancionatoria con las identidades 
señaladas como lo ha establecido la Corte Constitucional”49 por lo que únicamente 
a pesar de estar plenamente definida la legalidad de la coexistencia del proceso 
penal y disciplinario iniciado a raíz de un mismo hecho generador(), cuando se 
aplica sanción en ambas  especies de derecho punitivo se violenta el principio del 
“non bis in ídem”. 
 
6.5  LEY 599 DE 2000 
 
La ley 599 de 2000, o código penal colombiano al definir las penas en su artículo 
44 contempla: 
ARTICULO 44. LA INHABILITACION PARA EL EJERCICIO DE 
DERECHOS Y FUNCIONES PÚBLICAS. La pena de inhabilitación para el 
ejercicio de derechos y funciones públicas priva al penado de la facultad de 
elegir y ser elegido, del ejercicio de cualquier otro derecho político, función 
pública, dignidades y honores que confieren las entidades oficiales.  
 
Aquí está definido desde una visión sancionadora lo que es la pena de inhabilidad, 
la cual tiene como finalidad o propósito el proteger la función pública, y cuando se 
aplica a un servidor público la consecuencia es la desvinculación de este y la 
imposibilidad de desempeñar funciones públicas por el término de la inhabilidad. 
 
 
() Identidad en sujeto activo y pasivo 
 
49 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C 521 de 2009. Magistrada Ponente Dra. María 
Victoria Calle Correa.  Sentencia C-244/96 Magistrado Ponente Carlos Gaviria Díaz 
 
( ) Acto que habilita al Estado para poner en ejercicio su facultad de ejercer el “ius puniendi” sobre 
el sujeto pasivo. 
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6.6  LEY 734 DE 2002 
 
La ley 734 de 2002, o Código Disciplinario Único en su artículo 16  define que la 
“sanción disciplinaria tiene función preventiva y correctiva, para garantizar la 
efectividad de los principios y fines previstos en la Constitución, la ley y los 
tratados internacionales, que se deben observar en el ejercicio de la función 
pública” y en el artículo  45 define que la sanción de inhabilidad consiste en “la 
imposibilidad de ejercer la función pública “en cualquier cargo o función, por el 
término señalado en el fallo”. 
 
EL artículo 11 estipula que cuando a un destinatario de la ley disciplinaria se le 
haya “resuelto mediante fallo ejecutoriado o decisión que tenga la misma fuerza 
vinculante, proferido por autoridad competente” no puede ser sometido a una 
nueva investigación siendo esto un claro ejemplo de prohibición del “non bis in 
ídem”. 
 
En el artículo 16 de la ley disciplinaria se observa como el objeto de las sanciones 
disciplinarias es proteger la función pública y velar por el cumplimiento de los fines 
esenciales del Estado, mientras el literal d) del artículo 45 del CDU define en que 
consiste la sanción de inhabilidad, función y definición que establecen que tanto 
en lo penal como en lo disciplinario la inhabilidad   como sanción  conserva 
identidad de objeto, sujeto  y causa, lo cual configura un doble enjuiciamiento y 
violación al principio de “ Non bis in ídem”. 
 
6.7  LEY 1952 DE 2019  
 
Esta norma tenía prevista entrar en vigencia el 28 de mayo de 2019, pero por 
efecto del artículo 140 de la ley 1955 de 2019, su entrada en vigencia se prorrogó 
hasta el 1 de julio de 2021, sin embargo, es preciso tener en cuenta su contenido 
como referencia doctrinal. El artículo 5, estipula que “la sanción disciplinaria tiene 
finalidad preventiva y correctiva, para garantizar la efectividad de los principios y 
fines contemplados en la Constitución, la ley y los tratados internacionales, los 
cuales deben observarse en el ejercicio de la función pública”, el artículo 16  
define que “el destinatario la ley disciplinaria cuya situación se haya decidido 
mediante fallo ejecutoriado o decisión que tenga la misma fuerza vinculante de 
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naturaleza disciplinaria, proferidos por autoridad competente, no será sometido a 
nueva investigación y juzgamiento disciplinarios por el mismo hecho, aun cuando 
a este se le dé una denominación distinta” y, el artículo 48 contempla la inhabilidad 
como parte de la sanción por la comisión de faltas gravísimas a título de dolo, 











































7. MECANISMOS O HERRAMIENTAS JURÍDICAS DISPONIBLES EN EL 
ORDENAMIENTO COLOMBIANO PARA EVITAR LA VULNERACIÓN DEL 
PRINCIPIO “NON BIS IN ÍDEM” 
 
En el sistema jurídico colombiano vigente en la actualidad, existen mecanismos 
para evitar que, en el caso concreto, de haberse dado una sanción de inhabilidad 
en el proceso penal, se vuelva a sancionar en el proceso disciplinario, como lo es: 
 
 
7.1  LA EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
 
 
La excepción de inconstitucionalidad es un mecanismo por medio de la cual en un 
proceso judicial o administrativo es preciso inaplicar una norma por considerarse 
violatoria de la Constitución, este mecanismo se encuentra soportado por el 
artículo 4° de la Constitución Política, el cual contempla que la Constitución 
prevalece sobre todas las demás norma y en caso de colisión normativa se 
aplicara ésta. 
Cuando se aplica la excepción de inconstitucionalidad el efecto que se produce es 
interpartes, pues dicha aplicación no anula la norma, solo la hace inaplicable en el 
caso concreto; así las cosas, para poder aplicar la excepción de 
inconstitucionalidad es menester que se reúnan dos requisitos: 
 
1.  Que la norma a inaplicar sea violatoria de la constitución. 
 
2. Que la norma no haya sido declara exequible por la Corte Constitucional o 
el Consejo de Estado, según el caso. 
  
 




EL servidor público en Colombia está sujeto a incurrir con sus actos en la 
responsabilidad penal, fiscal y disciplinaria, las tres responsabilidades pueden 
originarse incluso con un solo hecho generador, responsabilidades que a pesar de 
originarse en un mismo hecho generador toman vías distintas e independientes, 
ya que la suerte de  una de estas vías es indistinta a las demás50 Así, mientras el 
reproche legal de la conducta delictiva por medio del derecho penal tiene por 
 
50  FLOREZ HEREDIA Andrés.  Manual práctico de derecho disciplinario para servidores Públicos. 
Editorial  Dike.  Biblioteca jurídica. Primera edición.  P. 6.Medellin 2015. 
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objeto la  defensa de la sociedad,  la acción disciplinaria persigue garantizar el 
correcto desempeño de la función pública; igualmente, mientras que las sanciones 
penales persiguen reprimir el condenado, principalmente a través de medidas 
como la privación de la libertad, con la finalidad de obtener la  reinserción  del 
delincuente a la vida social, las sanciones disciplinarias conducen a llamados de 
atención, suspensiones o destitución del cargo, todo lo cual le otorga al acto 
sancionatorio un carácter independiente. Es por esto que es viable que la sanción 
disciplinaria se imponga sin perjuicio de los efectos penales que puedan deducirse 
del hecho generador. 
 
 
Lo protegido por el derecho disciplinario es el "deber funcional" que de ser 
infringido constata el "desvalor de acción" como lo que causa afectación al deber 
funcional; en cambio, cuando se trata del derecho penal, lo que se protege son 
"bienes jurídicos" que de ser afectados constatan el "desvalor de resultado" como 
expresión de la antijuridicidad material51. 
 
 
A  la justicia penal al aplicar la pena de privación de la libertad o medida de 
seguridad está ejerciendo el objeto del derecho penal protegiendo un bien jurídico 
definido,    pero al aplicar la pena  de inhabilitación para  el ejercicio de derechos y 
funciones públicas  está incurriendo en la protección a la función pública,   se 
inserta en la protección  al deber funcional; el tramite disciplinario busca por su 
parte evitar afectación a tal deber, lo cual se traduce a proteger la función pública, 
así las cosas de darse una sanción en el ámbito disciplinario  por ser la penal y la 
disciplinaria potestades del Estado, especies del derecho sancionatorio y  al este 
haber ejercido ya un control y aplicado una sanción, se estaría aplicando o 
sancionando dos veces por el mismo hecho y con el fin de proteger el mismo bien 
jurídico por lo que se daría la dualidad de sujetos, hecho, bien jurídico protegido y 
sanción, lo cual iría en contra del artículo 29 de la Constitución Política que 
prohíbe expresamente como garantía del “debido proceso”  juzgar dos veces por 
la misma cosa, así mismo el Estado estaría incurriendo en violaciones a la 
declaración universal de los derechos del hombre y del ciudadano y al pacto de 
san José de Costa Rica. Por lo anterior no es posible aplicar una sanción 












7.3  SITUACIÓN JURÍDICA QUE CONTRARÍA LA CONSTITUCIÓN  
 
 
En la situación referida no es posible culminar el tramite disciplinario ya que el 
Estado en uso de su potestad sancionatoria, en caso de haber existido sanción 
penal consistente en inhabilidad, ya se pronunció en protección de la función 
pública inhabilitando al investigado para ejercer cargos públicos, Doctrinal y 
jurisprudencialmente se tiene dicho que el principio “non bis in ídem” envuelve tres 
presupuestos, consistentes en: identidad de sujeto, identidad de objeto e identidad 




Identidad Tramite penal Tramite disciplinario 
Sujetos: Estado vs investigado Estado vs investigado 
Objeto: Proteger el correcto 
desempeño de la función 
pública. 
Proteger el correcto 
desempeño de la función 
pública. 
Causa: Infringir los artículos del 
código penal  
Infringir los artículos del 




La función pública. La función pública. 
 
 
Así las cosas, la excepción de inconstitucionalidad es una herramienta eficaz para 
evitar se realice un doble juzgamiento en los casos en que dentro de un proceso 













Como conclusión de la presente investigación se puede definir: 
 
➢ La sola coexistencia de un proceso disciplinario y uno penal, nacido de un solo 
hecho generador, no representa una doble incriminación, aun si en ambos se 
llagare a aplicar una sanción, ya que el objeto de uno y otro es diverso, así 
como su función. 
 
➢ Cuando se da la situación de la aplicación  de la sanción de inhabilidad en el 
proceso penal, previo a la decisión de un proceso disciplinario originada de un 
mismo hecho generador no es posible aplicar de nuevo la sanción de 
inhabilidad dentro de este último ya que existiría  identidad de objeto, sujeto() 
y causa y, se dan en dos procesos de naturaleza sancionatoria lo que  a 
consideración de este autor con soporte en lo aquí expuesto generaría una 
doble incriminación y violación al principio del “Non Bis In Ídem”, así lo 
considero la Corte constitucional en sentencia  C-088/02 al decir que la 
prohibición del doble enjuiciamiento, o principio del “non bis in ídem”, busca 
evitar que las personas estén sometidas a procedimientos permanentes por un 
mismo hecho y que este principio no es exclusivo del derecho penal sino que 
“se hace extensivo a todo el universo del derecho sancionatorio del cual 
forman parte las categorías del derecho penal delictivo, el derecho 
contravencional, el derecho disciplinario, el derecho correccional, el derecho de 
punición por indignidad política (impeachment) y el régimen jurídico especial 
ético - disciplinario aplicable a ciertos servidores públicos (pérdida de 
investidura de los Congresistas)”. Sin embargo, la prohibición del doble 
enjuiciamiento no excluye que una misma conducta pueda originar diversas 
investigaciones y sanciones, siempre y cuando éstas tengan distintos 
fundamentos normativos y diversas finalidades,  el “non bis in ídem” evita que 
se dé un doble reproche, cuando existe identidad de sujetos, conductas, 
fundamentos normativos, finalidad y alcances de la sanción52. 
 
 
() Identidad en sujeto activo y pasivo 
 




➢ El aplicar la sanción de inhabilidad dentro de un proceso penal y pretender 
sancionar en uno disciplinario violenta el “debido proceso” y principios de rango 


























9.  RECOMENDACIONES 
 
Como recomendación, considerando las conclusiones de la presente investigación 
se pueden  hacer las siguientes propuestas: 
 
➢ Se debe revisar por parte de los sujetos procesales al momento de que se 
tome una decisión, que no se puede so pretexto de custodiar la función 
pública violar derechos fundamentales del investigado teniendo en cuenta 
que el principio pro homine y la búsqueda de la justicia deben ser siempre 
el propósito mayor y que en ningún caso la existencia de una “relación 
especial de sujeción” puede ser pretexto para su violación.     
 
➢ Cuando se da la situación de la aplicación  de la sanción de inhabilidad en 
el proceso penal, y posteriormente se inicia una acción disciplinaria se debe 
revisar las decisiones tomadas en el proceso anterior para no llegar a 
violentar derechos fundamentales al investigado, se debe verificar los 
elementos constitutivo del juzgamiento previo constatando si existe 
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